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r e s ume
La población rural víctima del conflicto armado se ha visto expuesta con 
mayor intensidad a las problemáticas tradicionales del campo colombiano: 
la concentración de la propiedad, la informalidad laboral, las consecuencias 
de la violencia, el uso inadecuado e insuficiente de la tierra y el abandono 
estatal. La situación de vulnerabilidad de las víctimas, la baja producción del 
campo, y las problemáticas de la tierra, pueden ser influenciadas positiva-
mente mediante medidas que fomenten la productividad agraria. En suma, 
estos mecanismos actúan como herramientas del desarrollo rural y de for-
talecimiento social de la población campesina víctima del conflicto armado.
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a b s t rac t
The rural population victim of the armed conflict has been exposed with 
higher intensity to the traditional problems of the Colombian countryside: 
the property concentration, the informality of labor, the consequences of 
violence, the inadequate or insufficient use of land, and the state abandon-
ment. The vulnerability of the victims, the low production of the land, 
and the aforementioned problems, can be positively influenced throughout 
measurements that promote agricultural productivity. These mechanisms 
act, in sum, as tools of rural development and social strengthening of the 
rural population victim of the armed conflict.
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i  t roduc c i 
Cuándo se responde al interrogante ¿por qué es importante la alta produc-
tividad agrícola de un país?, inicialmente vienen a la mente consideraciones 
económicas; por ejemplo, se genera autosuficiencia alimentaria y se impacta 
positivamente el producto interno bruto. A su vez, el excedente en la pro-
ducción puede suscitar una mayor presencia en mercados internacionales 
debido al crecimiento de las exportaciones. Todo lo anterior implica para 
el consumidor un precio cada vez más asequible.
No obstante, pasan desapercibidas las bondades socioambientales de 
tener un suelo altamente productivo. En Colombia esos reparos van más 
allá del incremento de los ingresos de los campesinos y su correspondiente 
mejora en la calidad de vida.
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A lo largo de la historia la población campesina del país ha sido margi-
nada por la violencia y relegada por el Estado, quedando en una situación 
de alta vulnerabilidad (tengan o no la característica de víctimas del conflicto 
armado). Sin embargo, el tratamiento que las personas reciben en relación 
con las herramientas de productividad a las que tienen acceso varía según 
las finalidades establecidas por las normas jurídicas que las fundamentan. 
Estas fueron creadas en marco de planes de política pública o en el ámbito 
de una ley general.
Es por lo anterior que los trabajadores del campo víctimas del conflicto 
armado han sido protagonistas de las más grandes problemáticas de la tie-
rra en el país en lo relacionado con la propiedad (concentración), la calidad 
del trabajo, la violencia (despojo de sus tierras y desplazamiento), el uso 
(inadecuado o insuficiente), y el abandono estatal (falta de infraestructura). 
Por ende, será esta población y su relación con los problemas expuestos el 
eje centrales de este análisis.
La propuesta de este escrito es desarrollar transversalmente la siguiente 
hipótesis: mediante las diferentes herramientas que sirven para fomentar la 
productividad agraria es posible corregir de forma contundente las proble-
máticas de la tierra teniendo como base los ejes centrales mencionados. En 
suma, el fomento de la productividad agraria es un mecanismo de desarrollo 
rural y fortalecimiento social de la población campesina.
I .  p u to  d e  pa rt i da :  p rodu c t i  i da d 
y  p ro b l em t i c a s  c e  t ra l e s
Antes de entrar a analizar las medidas dirigidas a las víctimas del conflicto 
armado y que promueven la productividad en el campo, es necesario esta-
blecer un punto de partida, razón por la cual en este capítulo se esclarece 
lo relativo a la productividad agraria y se pone de presente cuáles son las 
problemáticas de la tierra que nos permiten desarrollar este estudio. Todo 
lo anterior, buscando tener una base en común sobre la cuál sopesar cómo 
las medidas pueden ser consideradas productivas, y sus implicaciones 
en los distintos conflictos.
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A .  p r e c i s i o e s  c oc e p tua l e s  f r e t e 
a  la  p rodu c t i  i da d  ag ra r i a
Primero es necesario diferenciar los conceptos agrario y agrícola, que aunque 
usualmente son utilizados en la literatura como sinónimos, su contenido 
conceptual es diferente pues se trata de una relación género-especie.
Cuando se habla del sector agrícola por lo general se toma como referen-
cia la agricultura, es decir, los productos derivados únicamente del cultivo 
de la tierra. Por otro lado, como género está lo agrario, que incluye todo 
lo que pertenece al mundo rural o al campo. Es decir, se engloba “tanto la 
agricultura, como la ganadería y las actividades forestales” (Instituto Na-
varro de Salud Laboral, s.f.: 4).
Es importante hacer esta precisión porque las herramientas de fomen-
to de la productividad que se expondrán a lo largo del documento, aunque 
principalmente hacen énfasis en el sector agrícola, se busca que sus metas y 
consecuentes efectos se extiendan más allá en todos los elementos agrarios 
del sector rural.
Ahora bien, ¿qué es la productividad agrícola? En términos económi-
cos, cuando se habla de productividad como un concepto amplio, se mira 
necesariamente la ratio entre la cantidad de bienes o servicios y la cantidad 
de recursos empleados para producirlos. Es decir, “relaciona lo producido 
por un sistema (salidas o producto) y los recursos utilizados para generarlo 
(entradas o insumos)” (Carro y González Gómez, 2015: 1). Así mismo, se 
trata de un índice de medición de la eficiencia de los insumos que busca en 
la construcción del producto la maximización de su rendimiento. Por ende, 
la productividad agrícola se puede definir como la relación entre la obten-
ción de artículos agrícolas y los factores productivos (p. ej., tierra, trabajo, 
capital, tecnología y conocimiento) utilizados en su elaboración.
A diferencia de otras legislaciones, en el ordenamiento colombiano no 
existe una definición legal de productividad agraria. A modo de ilustración, 
el Decreto con Fuerza de Ley de Tierras y Desarrollo Agrario (2001: 1) 
de Venezuela establece en su exposición de motivos que la productividad 
agraria es “un concepto jurídico indeterminado que funge como patrón de 
medición de la adecuación que exista entre la tierra objeto de propiedad y 
su función social”.
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Sin embargo, aunque hace una definición amplia, se moldea de acuerdo 
con el modelo socioeconómico que es determinado por el país. Esto se evi-
dencia ante la expropiación a la que serán objeto las tierras ociosas (que no 
cumplan con los requisitos mínimos de producción). Es decir, que las tierras 
que tengan vocación agraria deben destinarse únicamente al cumplimiento 
de la función social. Esto demuestra la importancia de la existencia de pa-
rámetros frente a los cuales se pueda determinar, según el país y el modelo 
económico, qué es verdaderamente una óptima productividad del agro.
Una vez definido el concepto, el siguiente paso es preguntarse qué com-
ponentes conforman la productividad agraria. Esto cobra relevancia en el 
estudio debido a que el capital humano, las inversiones, las políticas públicas, 
la estabilidad política y el conflicto son los elementos que, dependiendo de 
su estado, optimizan o desmejoran la productividad. Estos componentes 
fueron listados por Lydia Zepeda (2001) como los factores que influencian 
el crecimiento en la agricultura.
Las problemáticas alrededor de los componentes mencionados explican 
por qué el sector agropecuario, a pesar de haber cobrado importancia a lo 
largo de la historia del país, está lejos de tener protagonismo pues, “desde 
finales de los años 1990, su crecimiento sigue aún por debajo de su potencial 
[…] y rezagado en comparación con el resto de la economía” (Parra Peña, 
2012, párr. 1).
En definitiva, en Colombia existe la necesidad de fomentar la producti-
vidad agrícola sin comprometer sus recursos naturales ya que,
… es uno de los pocos países con gran potencial de expandir su área agrícola 
sin afectar el área de bosques naturales. De acuerdo con información la fao 
estima que existen en el mundo cerca 2.600 millones de hectáreas aprovecha-
bles para el desarrollo de nuevos cultivos que no están siendo utilizadas en la 
agricultura (Finagro, 2014: 5).
No basta con esta capacidad productiva, sino que es necesario invertir en el 
sector porque “las características de la producción de las familias víctimas 
que viven en zonas rurales son propias de la economía campesina: poca 
tierra, cultivos de baja productividad, rentabilidad y costos laborales altos” 
(unpd, 2016, párr. 7), lo cual une la aptitud agrícola del país con la escasez 
que enfrenta la población rural víctima del conflicto armado.
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De acuerdo con lo anterior, la maximización del sector agrícola tiene 
implicaciones frente a la sostenibilidad del país, pues, según el Consejo 
Privado de Competitividad, tiene ramificaciones en la sostenibilidad social 
(vida digna de trabajadores rurales) y económica para “generar los ingresos 
sobre la base de las ventajas comparativas y competitivas de sus produccio-
nes” (Consejo Privado de Competitividad, 2008: 140).
Es por esa razón que las problemáticas centrales de la tierra se analizan 
con base en las medidas de fomento de productividad, las cuales deben tener 
en cuenta cada uno de los siguientes elementos: en primer lugar, el capital 
humano, lo cual significa tratar a la población campesina y su situación de 
vulnerabilidad; en segundo lugar, las inversiones, políticas públicas, el rol 
del Estado y su presencia en el suelo rural; en tercer lugar, la estabilidad 
política y el conflicto, es decir, las consecuencias del conflicto armado en la 
creación y ejecución de medidas.
B .  a   l i s i s  d e  la s  p ro b l em t i c a s  c e  t ra l e s 
y  s u  i m pac to  e   la  t i e r ra
La primera problemática alrededor de la tierra surge de la propiedad: la con-
centración de las tierras y la informalidad de los trabajos que se llevan a cabo 
en ellas. La segunda, tiene que ver con la violencia a la que ha sido sometida la 
población campesina en el marco del conflicto armado: el despojo de sus tierras 
y su consecuente desplazamiento. Finalmente, el uso que se le está dando a 
la tierra, que actualmente es inadecuado o insuficiente, y el abandono estatal.
1 .  la  p ro p i e dad  d e  la  t i e r ra  
y  s u  f o rma  d e  t ra ba j o
En 2014 se llevó a cabo el más completo censo agropecuario de Colombia 
en 45 años. Según el Departamento Administrativo Nacional de Estadística 
(dane) hubo una cobertura del 98% y la inclusión de poblaciones étnicas. 
Con esa información se logró determinar que “en Colombia el 1% de las ex-
plotaciones de mayor tamaño maneja más del 80% de la tierra, mientras que 
el 99% restante se reparte menos del 20% de la tierra” (oxfam, 2017: 13).
El resultado de dicha desigualdad es el desplazamiento de pequeños o 
medianos empresarios, lo cual da como resultado una falta de redistribución 
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o circulación de la riqueza entre la población rural, que usualmente reside o 
residía en las mismas áreas. También las situaciones de precariedad en zonas 
rurales muchas veces llevan a la venta de minifundios a grandes empresas 
que, en la mayoría de los casos, no cumplen con la vocación de uso del sue-
lo. Es por esto que, además del drama social que se genera, disminuyen los 
minifundios y por consiguiente la productividad de todo el sector agrario. 
Así, “el mantenimiento de una estructura agraria de mayor productividad 
en áreas extensas puede significar el desplazamiento del pequeño productor 
y el aumento de los índices de concentración” (Sarmiento, 2015, párr. 8).
Lo anterior trae como consecuencia un cambio en las actividades pro-
ductivas de las familias o pequeñas comunidades, pues se modifican las di-
námicas cotidianas y se fragmenta tanto la identidad como las tradiciones 
de los habitantes más vulnerables. Se debe tener en cuenta que luego de la 
venta, ya no pueden poner en práctica el conocimiento ancestral del trabajo 
sobre la tierra (que en muchas ocasiones habían heredado por tradición) y 
se encuentran con una suma considerable de dinero y sin ningún tipo de 
orientación financiera de cómo invertirlo y sacar rendimientos.
El otro problema es la informalidad en el trabajo rural. Luis Alberto 
Rodríguez, viceministro técnico de Hacienda, señaló al respecto que:
… la tasa de informalidad en el sector agropecuario puede llegar a ser del 90%, 
es decir, uno de cada 10 empleados es formal, los otros 9 no, por razones enten-
dibles que tienen que ver con costos, trámites complejos, entre otros. Además, 
es muy difícil que alguien informal aumente la productividad, y que alguien 
que sea productivo se vuelva formal (Maestre, 2018, párr. 6).
La formalización permite establecer un mínimo de condiciones dignas de 
trabajo, disminuyendo las situaciones de inequidad, por lo que se debe aplicar 
la máxima de a trabajo igual, salario igual. De esta forma aumenta la calidad 
de vida del trabajador al tener acceso a un salario mínimo, vital y móvil, y 
a todas las prestaciones sociales a que haya lugar. Esta situación también 
establece máximos legales de jornadas de trabajo y condiciones irrenuncia-
bles pues, “cuando disminuye la informalidad mejoran la productividad, el 
crecimiento económico y el trabajo decente” (Organización Internacional 
de Trabajo [oit] y Pontificia Universidad Católica del Perú, 2017: 8).
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2 .   i o l e c i a  e   e l  c ampo :  d e s p o j o  
y  d e s p la zam i e  to
Las distintas clases de enfrentamientos internos que ha sufrido por décadas 
el país, sin importar si se trata de violencia bipartidista, guerrillas o parami-
litarismo, han ocasionado éxodos masivos de habitantes rurales, debido a la 
necesidad o imposición de abandonar su propiedad. Este desplazamiento 
se ha incrementado exponencialmente desde los años 50 del siglo pasado. 
Según el Registro Único de Víctimas (ruv), “el conflicto armado en Co-
lombia ha afectado directamente a 8.376.463 personas” (Portafolio, 2017, 
párr. 1). Es por la magnitud de estas afectaciones que este tema ha tenido un 
amplio tratamiento jurisprudencial caracterizando por la Sentencia T-227 
de 1997[1] como “un problema de humanidad que debe ser afrontado soli-
dariamente por todas las personas” y en la Sentencia SU-1150 de 2000[2] 
como una “verdadero estado de emergencia social”.
Bajo el panorama anterior, el hecho de que los acontecimientos hayan 
tenido como escenario el campo colombiano ha generado una transforma-
ción en las diferentes concepciones de la tierra, entre ellas, como mecanismo 
cambiario, como símbolo de autoridad de quien la posee o como limitante 
de la libertad de locomoción. En general, la tierra como un instrumento 
de sometimiento, como un “medio de acumulación (poder económico), de 
prestigio (vía de legitimación en un orden social jerarquizado), de influencia 
(poder político) y de control territorial (para garantizar corredores de paso 
en una lógica militar o, rutas de tráfico en una lógica criminal)” (pnud, 2011: 
56)centro poblado y rural disperso en el mismo municipio.
Como lo menciona la Agencia Presidencial para la Acción Social y la 
Cooperación Internacional y el Proyecto Protección de Tierras y Patrimonio 
de la Población Desplazada, (2009), los derechos que afectan a la población 
rural son, entre otros, la realización del derecho al trabajo, la seguridad ali-
mentaria del núcleo familiar o comunidad, y la consecución de otros bienes 
mediante los excedentes de producción. En suma, trastoca los elementos 
1 Corte Constitucional. Sentencia T-227 de 1997, M. P.: Alejandro Martínez Caballero.
2 Ibíd., Sentencia T-215 de 2002, M. P.: Jaime Córdoba Triviño.
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que tienen influencia directa en la calidad de vida de la población campesina 
y la no utilización de sus predios para fines productivos.
Según el Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo,
… es necesario que las familias rurales víctimas del conflicto que retornen a 
su tierra o sean reubicadas, se vinculen a las oportunidades de inserción pro-
ductiva que ofrecen las cadenas de valor territoriales. De esa forma, no sólo 
se reactiva su recuperación económica, a través del empleo y el desarrollo 
inclusivo sostenible, sino también se fortalece su vinculación al territorio que 
los recibe (unpd, 2016, párr. 9).
Las consecuencias del conflicto armado también afectan las dinámicas del 
agro donde están presentes los campesinos no víctimas del conflicto armado. 
La inestabilidad del país evidencia que “los campesinos para minimizar el 
riesgo de sus inversiones adquieren ganado y no invierten en cultivos de 
largo plazo” (Parra Peña, 2012, párr. 9), nuevamente perjudicando directa-
mente la productividad y generando otro de los fenómenos que se analizará 
a continuación: el uso indebido de la tierra.
3 .  u s o  d e  la  t i e r ra  y  a badoo  e s tata l
La urt y el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural (2014) estable-
cieron que existe una subutilización de tierras para la agricultura a la par 
con su inadecuada utilización. La subutilización significa que “del total de 
la superficie con vocación agrícola y silvoagrícola (21.5 millones de hectá-
reas) solo se utilizan 4.9 millones de hectáreas”. Es decir, se está desapro-
vechando aproximadamente el 78% de la capacidad productiva agrícola del 
país. Inadecuada utilización se refiere a una explotación de la tierra que no 
corresponde con su vocación. Según el mismo documento “solo hay 21.1 
millones de hectáreas con esta vocación, los suelos que en 2009 se utiliza-
ban para esta actividad ascendían a 39.2 millones de hectáreas” (pp. 4-5).
Además de la evidente falta de producción de bienes agrícolas, la in-
adecuada utilización de la tierra crea serias afectaciones ambientales que 
deben también ser tenidas en consideración, como las que se expondrán 
en líneas siguientes.
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La ganadería sigue siendo parte esencial de la alimentación de la po-
blación colombiana: en 2018 se consumieron 18.2 kilogramos de carne por 
habitante3. Según la Hoja de Ruta 2018-2022 de la Ganadería Colombiana, 
realizada por Fedegan (2018), si bien es cierto que hay una tendencia de 
decrecimiento progresivo en el consumo de carne (pues en 2017 se consu-
mieron 20.8 kg/hab) la preferencia de los colombianos continúa siendo el 
consumo de carne, incluso a pesar de las tendencias vegetarianas en auge.
Es claro que la actividad ganadera produce graves efectos en los recur-
sos naturales con los que interactúa, que no se presentarían de utilizarse el 
terreno para su verdadera vocación agrícola. En su reporte la fao (2006) 
resaltó cada una de estas consecuencias: hay degradación de la tierra pues 
genera deforestación y la consecuente erosión del terreno derivado de ella. 
En cuanto a la generación de gases de efecto invernadero, la ganadería es 
uno de los principales emisores que contribuyen al calentamiento global. A 
su vez, el sector crea contaminación hídrica por sus residuos que contienen 
antibióticos y hormonas. Finalmente, la biodiversidad también se disminuye 
pues para mantener terrenos de pastoreo permanentes se necesita degradar 
la vegetación nativa y por ende los hábitats de la fauna de la zona.
El abandono estatal en relación con la infraestructura y comercializa-
ción de los productos agrícolas influye directamente en la productividad 
total del sector.
En muchos municipios rurales de Colombia sigue faltando el adecuado 
acceso a los insumos para la producción; por ejemplo, el factor productivo 
del agua “es esencial para aprovechar el potencial de la tierra y para permitir 
que las variedades mejoradas tanto de plantas como de animales utilicen 
plenamente los demás factores de producción que elevan los rendimien-
tos” (fao, 2002, párr. 1), sin embargo, en el país las cifras de cobertura son 
desalentadoras, pues “para las zonas rurales y de población dispersa, solo 
el 35%4 de los municipios incluyen el dato de cobertura de acueducto” 
(unicef, 2010: 32).
3 Acorde con las estadísticas de consumo aparente per cápita anual que presenta la Fede-
ración Nacional de ganaderos (fedegan); disponible en [https://www.fedegan.org.co/
estadisticas/consumo-0].
4 Según el documento realizado por unicef este porcentaje es el resultado del análisis 
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La ineficacia en la comercialización de productos su impacta negativa-
mente toda la cadena productiva del sector agrícola; por ejemplo, la falta de 
infraestructura en los lugares en que se cultivan productos agrícolas impide 
su adecuado transporte a centros de venta o su cómoda y factible prepara-
ción y/o empaquetado. Otro elemento que disminuye la productividad es 
la educación: en “2017 la tasa de analfabetismo existente es de un 5,24%, 
lo que equivale a un millón 857 mil colombianos” (Nieto Morantes, 2017, 
párr. 10).
La educación mejora la calidad de vida y paralelamente el desarrollo 
social y económico de la persona rural. La presencia estatal en el campo 
para cerrar la brecha en población alfabetizada influye en la preparación de 
las personas en zonas productivas específicas, y de esa forma genera las ha-
bilidades necesarias para ejercer de manera autónoma y, por ende, eficiente 
las tareas relacionadas con sus labores diarias elevando la productividad.
I I .  i  s t rumeto s  d e  la  p rodu c t i  i da d  ag ra r i a 
e   la  r e pa rac i   i  t e g ra l  d e    c t im a s 
d e l  c o f l i c to  a rmado
Una vez presentados los diferentes escenarios de las problemáticas agrarias, 
en este acápite se analizan las medidas estatales que se han tomado para 
mejorar la productividad agraria de la población rural víctima del conflicto 
armado del país, las cuales se diferencian según el instrumento, el momento 
histórico o el documento en el que se han ideado.
A .  e s ta b i l i da d  s o c i o e com i c a  y  s o s t e i b i l i da d 
ag ra r i a  d e r i a do s  d e  la  l ey  d e    c t im a s 
y  la  u i dad  d e  r e s t i t u c i   d e  t i e r ra s
Debido al desplazamiento forzado, al despojo y abandono de las tierras 
agrícolas de la población rural, y por la intensidad y duración del conflicto 
de base de datos que contienen 1.008 planes de desarrollo municipales. El porcentaje 
referenciado es equivalente a 348 municipios que informan la cobertura de acueducto 
frente a 660 que no informan. 
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armado interno en Colombia, por medio de una ley el Estado determinó 
la necesidad de reparar integralmente a las víctimas. Disposiciones como 
la Ley 1448 de 2011 buscan, mediante la restitución de tierras, “revertir 
la tendencia a que grupos armados se apropien de la tierra de millones de 
campesinos y campesinas, así como de habitantes legítimos de diferentes 
etnias que han ocupado territorios ancestralmente” (Ministerio de Agri-
cultura y Desarrollo Rural y Unidad Administrativa Especial de Gestión 
de Restitución de Tierras Despojadas, 2012: 9).
1 .  m e c a i smo s  d e r i a do s  d e  la  l ey  
d e    c t im a s  y  r e s t i t u c i   d e  t i e r ra s
La búsqueda de una reparación verdaderamente integral hace necesario que 
no se pueda tomar la mera devolución de la tierra como solución a la calidad 
de víctimas5. Aunque en sí misma la restitución de tierras tiene efectos en 
la productividad, pues permite el acceso al factor de producción principal, 
es necesario que la población rural a la que se le está restableciendo su de-
recho, disponga de herramientas de diferente índole para hacer efectivo 
su goce. Así lo establece el artículo 25 la Ley de Víctimas y Restitución de 
Tierras sobre el derecho a la reparación integral, cuando señala que debe 
ser “adecuada, diferenciada, transformadora y efectiva”. También, en vir-
tud del principio de la restitución establecido en el artículo 73 numeral 4 
la misma ley justifica la creación de estas herramientas, puesto que entre 
las condiciones en las cuales las víctimas deben hacer su retorno figura la 
sostenibilidad.
5 El artículo 3.º de la Ley 1448 de 2011 da una definición legal de quiénes se conside-
rarán víctimas bajo esta ley. Mientras, el artículo 75 de la misma ley establece quiénes 
serán los titulares del derecho a la restitución: “Las personas que fueran propietarias o 
poseedoras de predios, o explotadoras de baldíos cuya propiedad se pretenda adquirir 
por adjudicación, que hayan sido despojadas de estas o que se hayan visto obligadas a 
abandonarlas como consecuencia directa e indirecta de los hechos que configuren las 
violaciones de que trata el artículo 3.º de la presente Ley, entre el 1.º de enero de 1991 
y el término de vigencia de la Ley, pueden solicitar la restitución jurídica y material de 
las tierras despojadas o abandonadas forzadamente, en los términos establecidos en este 
capítulo”.
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En concordancia con lo anterior, la sostenibilidad de la restitución de 
las tierras se puede dar a través de mecanismos que permitan garantizar la 
permanencia y sostenimiento de las actividades productivas que las víctimas 
establezcan. En la Ley 1148 de 2011 existen medidas financieras tendientes 
a la recuperación de la capacidad productiva.
En cuanto a los créditos y los pasivos6, la primera medida implica una 
calificación especial de los créditos adquiridos por las víctimas. Establece una 
presunción por medio de la cual, los hechos victimizantes serán entendidos 
como la causa por la cual hay mora o se ha presentado una refinanciación, 
reestructuración o consolidación, razón por la cual se clasifican con una 
categoría de riego especial7.
La segunda establece la creación de líneas de redescuento dirigidas a 
financiar los créditos para actividades tendientes a la recuperación de la 
capacidad productiva:
Las líneas especiales de crédito para población víctima creadas por la Ley de 
Víctimas funcionan mediante operaciones de redescuento. Es decir, mediante 
préstamos otorgados por Bancóldex y Finagro a entidades financieras de primer 
piso, vigiladas por la superintendencia Financiera de Colombia. Para poner en 
funcionamiento estas líneas, la Unidad celebra convenios interadministrativos 
con Bancóldex y Finagro. A través de estos, la Unidad para las Víctimas aporta 
el dinero que se destinará a cubrir el diferencial de tasa de interés. Por su parte, 
Bancóldex y Finagro aportan los recursos de los créditos que desembolsarán 
las entidades financieras (Unidad para las Víctimas, s.f.: 10).
Puede ocurrir que las víctimas no cuenten con las garantías necesarias para 
solicitar un crédito. El Decreto 4800 de 2011 que reglamenta la Ley de Víc-
timas instaura otra medida financiera para la productividad en su artículo 
143: si la víctima no tiene las garantías necesarias para solicitar un crédito, 
6 Artículos 128 y 129 de la Ley 1148 de 2011.
7 Esta categoría de riesgo especial implica un cambio de calificación al momento del he-
cho victimizante. Los intereses moratorios no se podrán cobrar desde la ocurrencia de 
un hecho sino hasta un año después de la inclusión en el Registro Único de Víctimas. 
Finamente, se deberá promover la celebración de acuerdos de pagos teniendo en cuenta 
la capacidad financiera de a persona (Unidad para las Víctimas, s.f.). 
354 Mecanismos para el fomento de la productividad agrícola
podrá recurrir al Fondo Nacional de Garantías que ofrece beneficios de ga-
rantías a las víctimas para conseguir microcréditos para pequeñas y media-
nas empresas (pymes) y la información de cómo acceder a ellos. A su vez, el 
Fondo Agrario de Garantías respalda solicitudes de créditos especialmente 
para el sector agropecuario.
La población rural víctima del conflicto armado también puede ser be-
neficiaria de unos mecanismos de financiación de proyectos que, aunque no 
son medidas financieras promovidas por el Estado, es relevante mencionar-
los: la línea de crédito de Finagro dirigida a financiar “todas las actividades 
necesarias para llevar a cabo proyectos productivos que estén relacionadas 
con el sector agropecuario” (Finagro, 2015: 1), y el programa del Banco 
Agrario de Colombia para la financiación del proceso de producción de 
bienes agropecuarios, su transformación y comercialización.
Con el fin de que las víctimas reparadas puedan obtener provecho de sus 
tierras sin limitaciones que les obliguen a focalizar sus esfuerzos financieros 
en pagar deudas, en su artículo 43 el Decreto 4829 de 2011[8] reglamenta 
un alivio de pasivos9 para los predios restituidos, el cual debe ser ejecutado 
por la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras 
Despojadas a través de un fondo.
Se instará a cada entidad acreedora a adoptar un plan de alivio que in-
cluya la condonación total o parcial de las sumas adeudadas, para lo cual se 
tendrán en cuenta dentro de los montos los impuestos y el pago de los ser-
vicios públicos domiciliarios asociados a los predios objetos de restitución.
Buscando nuevamente la integralidad de la reparación, la Ley de Víctimas 
dispone unas medidas encaminadas a la formación laboral de las víctimas y, 
por ende, al conocimiento del manejo y usufructo de sus tierras. El artículo 
130 de la Ley de Víctimas, dirigido al acceso a los programas de formación y 
capacitación del Servicio Nacional de Aprendizaje (sena), prioriza a las vícti-
mas en los proyectos especiales para la generación de empleo rural. Finalmen-
te, el artículo 131 señala que “la calidad de víctima será criterio de desempate, 
en favor de las víctimas, en los concursos pertenecientes a los sistemas de 
carrera general y carreras especiales para acceder al servicio público”.
8 Por el cual se reglamenta el Capítulo iii del Título iv de la Ley 1448 de 2011.
9 En virtud de los artículos 105 numerales 8 y 9, y 121 de la Ley 1448 de 2011.
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2 .  m e c a i smo  d e r i a do  d e  la  u i dad  
d e  r e s t i t u c i   d e  t i e r ra s
La Ley de Víctimas y Restitución de Tierras10 creó la Unidad Administra-
tiva Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas (o Unidad 
de Restitución de Tierras –urt–) como una unidad administrativa adscrita 
al Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, encargada de materializar 
procesos de restitución, incluidas las acciones posrestitución para garantizar 
el goce efectivo de derechos de las víctimas. Es por eso que los programas 
institucionales están orientados hacia la sostenibilidad y realización de pla-
nes de vida productivos.
En virtud del artículo 77 del Decreto 4800 de 2011 se establece el de-
ber de la urt de desarrollar esquemas especiales de acompañamiento para 
atender, entre otros aspectos, lo relacionado con la seguridad alimentaria, 
los ingresos y el trabajo, con especial énfasis en la adquisición de habilidades 
para garantizar una subsistencia digna.
De acuerdo con lo anterior, la urt desarrolló el programa Proyectos 
productivos para la población beneficiaria de restitución de tierras, relacio-
nado directamente con la productividad agrícola, y que debe cumplir con 
“los criterios financieros y presupuestales de la urt, especialmente que la 
relación costo/beneficio, la tir11 y el vpn12 sean positivos, en función de 
los costos de oportunidad (no inferior al 10%), y la dinámica del mercado”, 
y al mismo tiempo “técnicamente confiables, es decir, que incorporen los 
sistemas de producción propios de la potencialidad de la región” (Unidad 
de Restitución de Tierras, s.f: 32).
Según la ficha ebi13, consiste en
10 Artículos 103 a 113 de la Ley 1448 de 2011.
11 La Tasa Interna de Retorno es “un indicador de la rentabilidad de un proyecto, que se 
lee a mayor tir, mayor rentabilidad. Por esta razón se utiliza para decidir la aceptación 
o rechazo de un proyecto de inversión” (Nvindi, 2018, párr. 3).
12 El Valor Presente Neto “consiste en traer a valor presente todos los flujos de caja del 
negocio para determinar, cuánto se va a ganar o perder con este negocio” (Aponte, 2018, 
párr 1).
13 La ficha de Estadísticas Básicas de Inversión “ resume las características centrales de un 
proyecto o programa. En ella se debe plasmar la información de la alternativa  seleccionada 
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… establecer un programa de proyectos productivos que genere para los benefi-
ciarios de la restitución, acceso a: (i) información que oriente sus decisiones pro-
ductivas, (ii) servicios de formulación especializados, (iii) servicios de desarrollo 
empresarial, asistencia técnica, y financiera que posibiliten la implementación 
de los proyectos, y (iv) otras políticas o iniciativas de desarrollo productivo, que 
contribuyan a garantizar la sostenibilidad de los proyectos en el largo plazo, y 
por tanto, la sostenibilidad del proceso de restitución (Unidad Administrativa 
Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas, 2012: 3).
El desarrollo detallado se encuentra plasmado en el documento de la urt14. 
Para finalidades de este escrito, a grandes rasgos el programa funciona de 
la siguiente manera: todo el proceso se debe enmarcar en un plan de vida 
productivo, y dentro de la primera fase de implementación del proyecto se 
debe elaborar, conjuntamente entre el operador y las familias participan-
tes, un diagnóstico y posteriormente un documento cuyo fin será proponer 
alternativas de uso productivo de los predios restituidos y que contenga el 
plan con la información de las situaciones ambientales y socioeconómicas 
de las familias, los agentes del proceso productivo, los sistemas de produc-
ción y la evolución de la producción agrícola del área como insumos para 
su elaboración.
Una vez aprobado el documento por el Grupo de Sostenibilidad para la 
Restitución (gsr), que es el encargado de su ejecución, a las familias se les 
entregan los incentivos que deben distribuir en rubros de gasto de las fases 
de implementación que incluyen la formulación, la ejecución, la asistencia 
técnica, el seguimiento y la evaluación. Desde el inicio de la Ley 1448 de 
2011 a 2015 se han desembolsado “más de 30 mil millones de pesos que 
se han entregado para el desarrollo de estas ideas” (Unidad de Restitución 
de Tierras, 2015, párr. 1).
en la evaluación del proyecto o programa. Esta ficha deber ser diligenciada por las enti-
dades para cada uno de los proyectos o programas que requiera financiamiento del pgn” 
(jiménez ramírez, 2015, párr. 1).
14 Programa Proyectos Productivos para la población beneficiaria de restitución de tierras, 
urt, disponible en [https://www.restituciondetierras.gov.co/documents/10184/34449/
Programa+de+Proyectos+Productivos+para+poblaci%C3%B3n+beneficiaria+de+R
estituci%C3%B3n+de+Tierras/50743dd5-75ab-472c-8ff6-ce710755bf95].
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De ser el caso, los operadores también ofrecen asesoría financiera. De 
igual modo, a largo y mediano plazo se harán visitas de campo para evaluar 
elementos tales como la inversión de los incentivos, el aprovechamiento de la 
asistencia técnica, y lo relativo a la cadena de producción y comercialización 
de los productos. Finalmente, como resultado de lo anterior, mediante un 
sistema de reportes de avance, ejecución, y supervisión se monitorean las 
mencionadas etapas del proyecto.
B .  f om eto  a  la  p rodu c c i   c amp e s i a 
e   e l  ac u e rdo  f i a l
El documento acordado entre las farc y el gobierno nacional, por medio 
del cual se realizó la negociación del Proceso de Paz y se dio fin al conflicto 
armado, tiene un importante componente del factor tierra por las mismas 
razones expuestas en párrafos introductores.
Es por eso que el punto 1 del acuerdo, Hacia un nuevo campo colom-
biano: reforma rural integral, establece medidas que buscan resolver las 
problemáticas de la tierra, las cuales se han agravado debido al conflicto 
armado, y que deben estar en consonancia con el principio del desarrollo 
integral del campo que, según lo expuesto en el Acuerdo, consiste en un 
balance entre las formas de producción existentes, la competitividad y el 
fomento de la inversión en el campo con fines productivos.
Teniendo en cuenta el problema de la concentración de la tierra, el 
Acuerdo propone la creación de un Fondo de Tierras15 con el que se busca 
democratizar la tenencia a los campesinos sin tierra o con tierra insuficiente 
para su explotación. Además, el gobierno se compromete a impulsar otros 
mecanismos para promover al acceso a la tierra, como un subsidio integral 
para la compra de tierras o una línea de crédito especial para el mismo fin. 
Se menciona que el acceso a estas tierras debe ser integral, y por ende, debe 
haber “asistencia técnica, capacitación, adecuación de tierras y recuperación 
de suelos donde sea necesario, proyectos productivos, comercialización y 
15 Acuerdo Final para la Terminación del Conflicto y la Construcción de una Paz Estable 
y Duradera de 2016, punto 1.1.1.
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acceso a medios de producción que permitan agregar valor, entre otros” 
como establece el punto 1.1.4 del mismo documento.
Encontramos también los Programas de Desarrollo con Enfoque Terri-
torial (pdet), como una herramienta de implementación de los instrumentos 
mencionados cuyo objeto, según el Decreto 893 de 2017, es implementar 
planes sectoriales y programas de rri en lo que se definen como zonas prio-
rizadas16, que “sirven como mecanismo para propiciar un mejoramiento 
de las condiciones de vida y, en general, fomentan la productividad y el 
desarrollo rural de sus zonas, materializando de esa manera su naturaleza 
omnicomprensiva que hará posible una Reforma Rural Integral” (De la 
Rosa Calderón y Contreras Pantoja, 2018: 287).
Como parte de los Planes Nacionales para la rri existen otros instru-
mentos de fomento de la productividad que se dividen en: 1. Infraestructura 
y adecuación de tierras; 2. Desarrollo social, salud, educación, vivienda, 
erradicación de la pobreza; 3. Estímulos a la producción agropecuaria y a 
la economía solidaria y cooperativa, y 4. Un sistema que garantice progre-
sivamente el derecho a la alimentación.
Los planes a desarrollar en relación con la infraestructura son incluyen:
– Un Plan Nacional de Vías Terciarias, con el que se busca integrar las 
regiones, lo que influye directamente en la eficacia del transporte y, por 
ende, en la comercialización de la producción rural, pues la falta de infraes-
tructura vial, “le resta competitividad al campo nacional […] 75% de las 
zonas rurales están a más de cuatro horas de alguna de las 18 principales 
ciudades del país, lo que se traduce en más costos para la producción agrí-
cola” (Dinero, 2018, párr. 6).
La infraestructura vial incluso tiene efectos en el sector económico que 
se prioriza: según el Fondo Monetario Internacional, “para diversificar la 
economía y depender menos de las ventas de petróleo, que solo en enero re-
presentaron el 36,19% de la canasta exportadora, es esencial cerrar la brecha 
de infraestructura y mejorar la eficiencia de los mercados” (Arias Jiménez, 
2018, párr. 1). Lo anterior implica que al mejorar las vías terciarias para 
tener acceso a los productos desde todas partes del país se evita el riesgo de 
que Colombia se vuelva un país monodependiente de la industria petrolera.
16 Definidas en el artículo 3.º del Decreto Ley 893 de 2017. 
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– Por su parte, el Plan Nacional de Riego y Drenaje busca impulsar la 
economía agrícola mediante una correcta distribución y manejo del recurso 
hídrico en las actividades agrícolas.
– Los Planes Nacionales de Electrificación Rural y de Conectividad 
Rural, permiten conectar las regiones mediante la ampliación de la cober-
tura eléctrica y el acceso a internet, lo cual facilita el comercio y el flujo de 
información que es vital en una economía de mercado.
Los planes que se encuentran dentro del ítem Desarrollo social repercu-
ten en la calidad de vida, y por consiguiente, en la salud física y el desarrollo 
mental de la población rural. Por ejemplo, la garantía de la prestación de los 
servicios de salud mediante un Plan Nacional de Salud Rural conlleva un 
progreso significativo en la forma en que los campesinos afrontan sus labores 
diarias, teniendo especial consideración con aquellos que se encuentran en 
condiciones de vulnerabilidad.
– Mediante el Plan Nacional de construcción y mejoramiento de la vivienda 
social rural se busca garantizar condiciones de vida digna para la población 
campesina.
– Por otro lado, con el Plan Especial de la Educación Rural se busca pro-
mover una cobertura universal “y erradicar el analfabetismo en las áreas 
rurales, así como promover la permanencia productiva de los y las jóvenes 
en el campo, y acercar las instituciones académicas regionales a la construc-
ción del desarrollo rural” (Planeta Paz, s.f: 9).
– Por último, entre los estímulos a la producción agropecuaria y a la 
economía solidaria y cooperativa17 encontramos el Plan Nacional de Fo-
mento a la Economía Solidaria y Cooperativa Rural18, con el cual se busca 
incentivar las formas asociativas de trabajo basadas en la solidaridad, para 
que, por medio de la capacidad organizativa de los pequeños y medianos 
productores, se pueda generar una red para comercializar sus productos. 
En 2018 la Unidad Administrativa Especial de Organizaciones Solidarias y El 
Ministerio de Trabajo adoptaron el plan mencionado con una  temporalidad 
17 Acuerdo Final para la Terminación del Conflicto y la Construcción de una Paz Estable 
y Duradera de 2016, punto 1.3.3.
18 Ibíd., punto 1.3.3.1.
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de 2017 a 2032. Según ese documento, los aportes del sector solidario en 
relación con lo económico señalan que:
[…] 1. La comunidad organizada puede gestionar de mejor manera las di-
ferentes obras necesarias para mejorar la producción como vías terciarias y 
distritos de riego, así mismo las organizaciones solidarias prestan servicios 
para la administración, construcción y adecuación de los mismos. 2. Las or-
ganizaciones solidarias, por las economías de alcance y las economías de escala 
pueden gestionar la asistencia técnica y tecnología para la agregación de valor 
y la reducción de costos de insumos y transporte (Unidad Administrativa Es-
pecial de Organizaciones Solidarias Ministerio de Trabajo, 2018: 25).
– El Plan Nacional de Asistencia integral técnica, tecnológica y de impulso a 
la investigación19 es uno de los instrumentos determinantes en cuanto a los 
impactos en el incremento de productividad, pues está especialmente di-
señado con ese fin. En igual sentido, para la economía campesina familiar 
y comunitaria, es decir, a los pequeños y medianos productores rurales se 
les brindará un servicio público gratuito en el que se prestará asistencia in-
tegral, técnica y tecnológica en lo concerniente a la mejora de los procesos 
de producción mediante estos.
Los recursos en el sector rural son escasos: “el lento crecimiento del sector 
muestra los efectos de la limitada provisión de bienes y servicios públicos 
sectoriales” (Departamento Nacional de Planeación, s.f: 30). Se entiende, 
entonces, que una inversión en insumos genera una alta productividad pues 
“implica que se logra producir mucho valor económico con poco trabajo o 
poco capital” (Galindo y Ríos, 2015: 2).
Este plan tiene consideraciones importantes frente a la salvaguarda del 
patrimonio genético y la conservación de la biodiversidad del país, lo cual 
se desprende de la protección que el plan brinda a las semillas nativas y a los 
bancos de semillas, además de una estricta regulación para los transgénicos.
En Colombia “la legislación en materia de cultivos transgénicos es dis-
persa” (Cuéllar Castro, 2012: 14), por lo que es necesario determinar una 
legislación más amplia en la política de salud pública, y sopesar los efectos 
19 Ibíd., punto 1.3.3.2.
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económicos positivos del uso de los transgénicos. Por ejemplo, la “reducción 
de costos de producción e incremento de rendimiento” (Giraldo, 2011: 245).
– Entre los estímulos a la producción agropecuaria y a la economía soli-
daria y cooperativa encontramos el Plan para apoyar y consolidar la generación 
de ingresos de la economía campesina, familiar y comunitaria, y de los medianos 
productores con menores ingresos20, el cual se propuso teniendo en cuenta las 
barreras económicas que existen para la población rural al momento de fi-
nanciar los terrenos. Es por esa razón que se proponen medidas tales como 
la provisión de capital semilla21, los fondos agropecuarios rotatorios, los 
sistemas de garantías, la provisión de líneas de crédito (teniendo en cuenta 
sobre todo que los acreedores son particulares) y los subsidios progresivos.
De igual forma, es relevante mencionar que dentro de este plan se in-
cluye el fomento de una cultura para el manejo de todo tipo de riesgos que 
incluiría la gestión del riesgo climático en la agricultura. La productividad 
es uno de los retos a los que se enfrentará el sector durante los siguientes 
años, pues “el riesgo climático genera incertidumbre en el mercado de bie-
nes agrícolas, incrementando la volatilidad en los precios de los alimentos 
y causando incertidumbre en las decisiones de política alimentaria a nivel 
global y local” (Valbuena Calderón, 2016, párr. 1).
Luego de haber pasado exitosamente por las etapas de adquisición de in-
sumos, producción y transformación, el eslabón final de la cadena productiva 
de los elementos agropecuarios se cierra con la comercialización22, aspecto 
vital para concluir exitosamente el proceso. En general, “a los agricultores 
se les pregunta por sus principales problemas, ellos señalan los aspectos de 
comercialización como su principal apremio. Usualmente, los problemas 
más destacados son la falta de mercados, los precios bajos, las vías insufi-
cientes y las comunicaciones deficientes” (Dixie, 2006: 6).
– En el ítem de Estímulos a la producción agropecuaria, y a la economía 
solidaria y cooperativa se incluye un Plan nacional para la promoción de la 
20 Ibíd., punto 1.3.3.3
21 El capital semilla “es un tipo de oferta de compra y venta de acciones, el cual el inversor 
adquiere una parte de un negocio o una empresa” (Ministerio del Comercio, 2014: 1). 
22 La comercialización “es el proceso por el cual un nuevo producto o servicio se introduce 
en el mercado general” (buján pérez, s.f, párr. 1).
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comercialización de la producción de la economía campesina, familiar y comuni-
taria23, cuyas acciones fortalecerán el potencial de comercialización, con un 
marcado enfoque de género24, toda vez que se promoverán las asociaciones 
solidarias, incluyendo especialmente en ellas a las mujeres rurales, para que 
administren los centros de acopio25 y suministren información respecto de 
los productos del campo. Además, el plan establece la promoción de mer-
cados en centros urbanos con el fin de comercializar la producción agrícola 
y servir de puente para acercar a los productores y los consumidores.
También incluye varias medidas para regular los precios, entre ellas, la 
creación de un sistema de información de precios regionales, la  incorporación 
de modelos productivos, la promoción de encadenamientos de pequeña 
 producción rural con otros modelos de producción, así como la generación de 
un mecanismo de compras públicas destinado a las entidades y  programas ins-
titucionales con el cual se solucionaría uno de los problemas de la  producción 
agraria de pequeña escala, cual es el suministro de los productos, pues usual-
mente la oferta supera la demanda. La producción de grandes cadenas será 
surtida en los centros urbanos y satisfará la demanda de los consumidores.
– Teniendo en cuenta que “el mal uso de los recursos laborales es una 
causa importante de la baja productividad. Las altas tasas de desempleo y la 
elevada informalidad son síntomas evidentes de desperdicio de los recursos 
humanos”, el gobierno debe implementar el Plan progresivo de protección 
social y de garantía de los derechos de los trabajadores y trabajadoras rurales26 
(Lora, 2010, párr. 4), incluido dentro de los estímulos a la producción del 
23 Acuerdo Final para la Terminación del Conflicto y la Construcción de una Paz Estable 
y Duradera de 2016, punto 1.3.3.4.
24 Este es uno de los principios bajo los cuáles se deberá implementar el punto de la Reforma 
Rural Integral del Acuerdo de Paz. Según el documento, se trata de tener en cuenta en 
la implementación de los planes, las “necesidades específicas y condiciones diferencia-
les de las mujeres, de acuerdo con su ciclo vital, afectaciones y necesidades” (Mesa de 
Conversaciones, 2017: 12).
25 Los centros de acopio “cumplen la función de concentrar o reunir la producción de 
hortalizas y frutas de pequeños productores, para que puedan competir en cantidad y 
calidad” (Gobierno Autónomo Departamental de Santa Cruz, s.f, párr. 1).
26 Acuerdo Final para la Terminación del Conflicto y la Construcción de una Paz Estable 
y Duradera de 2016, punto 1.3.3.5.
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punto 1.3.3. del Acuerdo, y que establece medidas como la protección so-
cial de los adultos mayores trabajadores del campo en edad de jubilación 
mediante un beneficio económico, así como la promoción de vinculaciones 
laborales de grupos históricamente marginados en el trabajo del campo 
como las mujeres y las personas en situación de discapacidad.
A fin de cumplir con los derechos laborales se proyecta capacitar a los 
trabajadores en lo relacionado con sus derechos, su formalización y su co-
rrespondencia con el sistema de inspección; igualmente, en la ejecución de 
todos los planes nacionales para la reforma rural integral, la mano de obra 
debe ser local.
Finalmente, no se puede pasar por alto que el Acuerdo contiene un plan 
para la alimentación en el campo que incide directamente en la productivi-
dad agrícola, porque “la alimentación es uno de los factores que con mayor 
seguridad e importancia condicionan el desarrollo físico, la salud, el rendi-
miento y la productividad de las personas” (Eroski Consumer, s.f, párr. 1).
Teniendo en cuenta lo anterior, se propone el Sistema para la garantía 
progresiva del derecho a la alimentación27, en el cual, además de los planes 
para la alimentación y nutrición con participación de la comunidad y los 
lineamientos que propongan los consejos nacionales, departamentales y mu-
nicipales para las políticas alimentarias, se plantea desarrollar un mecanismo 
que contribuya a la autosuficiencia y el autoconsumo mediante esquemas de 
apoyo a la producción y al mercado interno (preferiblemente de alimentos 
con alto contenido nutricional), y que esté relacionado directamente con la 
provisión de incentivos a la producción cuando sea necesario apoyar direc-
tamente su fortalecimiento, buscando minimizar los efectos perjudiciales 
de la internacionalización sobre la economía campesina.
I I I .  r e lac i   d e  la s  m ed i da s  d e  f om eto 
d e  la  p rodu c t i  i da d  y  la s  p ro b l em t i c a s 
d e  la  t i e r ra  pa ra    c t im a s  d e l  c o f l i c to  a rmado
Las víctimas del conflicto armado son los sujetos a los cuales se les aplican 
regulaciones que buscan su reparación y que pueden estar ya consolidadas 
27 Ibíd., punto 1.3.4.
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(como la Ley de Víctimas), o planes que deben ser ejecutados (como los de-
rivados del Acuerdo Final) para los cuales todavía no existe una normativa 
que permita hacerlos exigibles, y cuya correcta aplicación puede depender 
de la coyuntura política del país.
En líneas anteriores se identificaron los problemas a los que se enfrentan 
las víctimas: concentración de la propiedad, informalidad laboral, despo-
jo y desplazamiento por la violencia, uso inadecuado o insuficiente de la 
tierra y abandono estatal; por esa razón, a lo largo del artículo el objetivo 
consistió en hacer un ejercicio argumentativo en el que se escogieron las 
medidas estatales para reparación de las víctimas que se podrían considerar 
que mejoran la productividad agraria. En el siguiente aparte se analizará 
cómo, una vez establecidas como productivas, dichas medidas influyen en 
las problemáticas planteadas inicialmente.
Antes de comenzar dicho análisis, es importante mencionar que la 
complejidad de la situación interrelaciona los conflictos entre sí, razón por 
la cual una medida específica puede estar dirigida a solucionar al mismo 
tiempo varios problemas.
La concentración de la propiedad agrícola se enmienda a partir de medidas 
de acceso a la tierra, es decir, mediante la restitución, la creación de un fondo 
de tierras, la apertura de líneas de créditos especiales y la adjudicación de 
beneficios sobre las garantías para solicitudes de créditos, morigerando así 
algunos de los efectos negativos, lo cual permite que haya una mayor pre-
sencia de pequeños y medianos productores y, por ende, que la acumulación 
de excedentes y utilidades producto del trabajo de la tierra se invierta en la 
región a fin de que verdaderamente circule la riqueza.
Las medidas respecto del trabajo apuntan directamente a la informalidad 
laboral y a sus condiciones en el sector rural. La generación de empleo rural 
y los programas de formación y capacitación del sena proveen la prepara-
ción necesaria para que, mediante competencias, los trabajadores puedan 
responder a las exigencias del sector productivo. Como lo plantea el Plan 
progresivo de protección social y garantía de los derechos de los trabajadores 
rurales, el conocimiento de sus derechos, y de los mecanismos para su exi-
gencia, influyen en la favorabilidad de las circunstancias y en la dignidad 
con que desarrollan su labor, pues comprender los mínimos legales implica 
exigir su cumplimiento.
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Los problemas relacionados con la subutilización de la tierra (cuándo 
es explotada por debajo de sus posibilidades) y con su inadecuada utiliza-
ción (la no utilización acorde con su vocación) se relacionan con las medidas 
financieras. Mecanismos como la financiación de proyectos por medio de 
líneas de crédito, el alivio de pasivos y los beneficios de garantías, también 
se pueden clasificar en esa categoría. En muchos casos los recursos que 
estas personas reciben para adquirir las tierras los destinan a la compra de 
maquinaria o insumos para el trabajo rural, lo cual permite una mayor y 
mejor explotación de la tierra que se iguala a su potencialidad, y que también 
impacta su usufructo, pues se eliminan las barreras para su goce efectivo. 
Podrán de esta manera invertir en ellas y no únicamente pensar en la pro-
ducción para el pago de deudas.
Dentro del Plan para apoyar y consolidar la generación de ingresos de 
economía campesina, el suministro de capital semilla y el fomento de riesgos, 
se busca sufragar los gastos para la creación de un proyecto productivo, y 
de esa forma se invierte en el uso y transformación de la tierra.
Todo el programa de proyectos productivos para la población benefi-
ciaria de la restitución de tierras de la urt se relaciona con una adecuada 
utilización de la tierra, y con la maximización en su explotación, pues se 
enfoca en generar producción agrícola y sus derivados, teniendo en cuenta 
las características especiales de cada región y la sostenibilidad del proceso 
de restitución.
Las medidas dirigidas a la cadena de producción influyen en la problemática 
del uso de la tierra, pues un uso adecuado es a la vez un uso eficiente. Entre 
las medidas que influyen en la solución de esta problemática están los planes 
de asistencia integral tecnológica y la promoción de la comercialización de 
la producción, los cuales se relacionan con el apoyo al conocimiento de los 
insumos, la maquinaria y la tecnología con el fin de aumentar la rentabilidad 
de la producción. También, dentro del plan de asistencia técnica se asegura 
un uso adecuado de la tierra mediante la protección de las semillas nativas.
Estas medidas generan mecanismos relacionados con la comercialización 
y las diferentes formas de acercar a compradores y oferentes, y con el uso 
de la tierra, pues permite completar eficazmente el ciclo de explotación: 
cultivo de productos, cosecha y posterior venta. Lo mismo se puede decir 
del fomento a la asociación y la solidaridad de la población rural mediante 
el plan nacional de fomento de la economía solidaria.
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Finalmente, las medidas de infraestructura social28 y económica29, los 
planes nacionales de vías, riego y drenaje, electrificación, conectividad y 
salud, vivienda rural, educación y garantías del derecho a la alimentación, 
se entroncan directamente con el problema del abandono estatal, lo que 
permite un desarrollo integral en el que todos los ámbitos de la vida de la 
población rural son afectados de manera positiva.
En todo caso, la necesidad de las anteriores medidas se hace evidente 
por la brecha que separa el sector rural del urbano:
Cerca de la mitad de población rural es pobre (45,5%), de acuerdo con el 
Índice de Pobreza Multidimensional (ipm), y para comunidades étnicas es 
de 63,5%, las cuales están en las peores condiciones sociales y requieren de 
atención diferenciada.
La pobreza se revela en aspectos objetivos. La mitad de las construcciones 
están hechas en ladrillo y tienen piso de cemento. Igualmente, solo el 42,6% 
de las Unidades Productoras Agropecuarias (upa) tienen acceso a servicio 
de acueducto y el 6%, al alcantarillado. El servicio de energía eléctrica es el 
que mejores niveles de cobertura presenta, pero el 18% de las upa carecen de 
electricidad (Nacional, 2016, párrs. 8-9).
De igual forma, estos planes están relacionados con el problema del uso 
adecuado de la tierra, porque la precariedad de la educación, la falta vías 
para el transporte de la producción, la carencia de los insumos más básicos 
como el agua, y la escasez de energía e incluso de conexión a internet para 
la comercialización de los bienes, influyen en la explotación apropiada del 
terreno para la consecución de sus fines productivos.
coc lu s i o e s
Primera. Las medidas de fomento para la productividad agrícola influyen 
en el problema de la violencia generalizada. A lo largo del escrito se pudo 
28 Según la Organización de Estados Americanos (oea, 1994) la infraestructura social com-
prende el desarrollo de vivienda, agua potable y alcantarilla, salud y bienestar social. 
29 La infraestructura económica “comprende los sectores de la energía, agua, telecomuni-
caciones y transporte” (jaimurzina, s.f: 3).
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evidenciar cómo el bienestar de las víctimas y la no revictimización de la 
población rural afectada por el conflicto armado son situaciones estrecha-
mente vinculadas con la productividad agrícola cuyos beneficios son tanto 
económicos como sociales.
También se puso de presente el cambio ocurrido en la concepción del 
elemento tierra que pasó de ser un mecanismo de subordinación para trans-
formarse en un medio que le permite a la población rural realizar sus pro-
yectos de vida, y mediante un renovado arraigo a sus regiones, rehabilitarse 
de los efectos del desplazamiento y del despojo. Como agentes económicos, 
las víctimas del conflicto armado generan ingresos que contribuyen para 
que puedan desarrollar una mejor y más digna calidad de vida; incluso las 
comunidades pueden llegar a ser autosuficientes en lo relativo a la seguri-
dad alimentaria.
Segunda. Las medidas de fomento de la productividad agrícola reper-
cuten positivamente en el ambiente; así, la presencia estatal en el campo y 
el incremento de la producción agraria significan una menor dependencia 
de la explotación petrilífera, con lo cual se disminuyen la contaminación y 
la deforestación, se minimiza el efecto invernadero, se previene la erosión 
y la infertilidad del terreno, y se evita el riesgo de derrames.
Es importante mencionar que, como actividad económica, la agricultura 
provee servicios ambientales, “como la retención del carbono, la ordenación 
de las cuencas hidrográficas y la preservación de la diversidad biológica”. 
Por ende, el uso adecuado de la tierra es ambientalmente favorable, evitan-
do las consecuencias nocivas de una ganadería extensiva, que derivan en la 
pérdida de capacidad productiva.
El Programa Proyectos Productivos de la urt señala que se deber tener 
en cuenta las buenas prácticas con el medio ambiente (buenas prácticas 
agrícolas) y evitar el uso de insumos que puedan afectar los ecosistemas, 
lo cual se traduce en el fomento de una agricultura sostenible que permite 
conservar el suelo y minimizar los impactos negativos de la industria.
Tercera. Es necesario adoptar una legislación uniforme propia de po-
lítica pública generalizada que establezca mecanismos de fomento de la 
productividad agrícola para víctimas del conflicto armado y para población 
rural no víctima.
De acuerdo con el análisis de las medidas, la Ley de Víctimas y lo que 
se tiene proyectado mediante el Acuerdo Final ofrecen grandes  similitudes, 
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no sólo en la identificación de las problemáticas rurales sino también en 
las medidas que se profieren en ambos instrumentos para la integración 
y reparación de las víctimas del conflicto armado lo que implica que se 
puede generar una innecesaria duplicidad normativa, que a su vez derive 
en ineficacia.
En la planeación de medidas productivas a nivel macro también se debe 
tener en cuenta la población que no fue víctima directa del conflicto armado 
que, aunque según la ley no puede estar dentro de las categorías jurídicas 
que la hacen beneficiara de diversas prerrogativas (como la restitución de 
tierras o los mencionados mecanismos de fomento de productividad), es 
una realidad que todo el sector rural presenta las mismas falencias que la 
población rural víctima del conflicto armado: informalidad en el trabajo, 
concentración de la propiedad, uso inadecuado o subutilización de las tie-
rras, abandono estatal, etc.
Cuarta. La población rural que no fue víctima directa de la situación 
histórica de violencia producto del conflicto armado también se vio afectada 
por los cambios en las dinámicas de vida, en la relación con sus regiones y 
en el desarrollo de sus actividades económicas. Es por eso que se la debe 
tener en cuenta a la hora de unificar y generalizar las medidas que impulsen 
la economía agraria en todo el país para fomentar la productividad agrícola.
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